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JURISPRUDENCIA SENTENCIA No. 17-21-CN/23 

TRIBUNAL Corte Constitucional, 11 de enero del 2023 

MATERIA Constitucional/ Consulta de norma 

INTERVINO LA 

DEFENSORIA PÚBLICA   

Si 

DATOS DEL DEFENSOR/A 

PÚBLICO 

 

 

 

 

DERECHOS 

INVOLUCRADOS 

Integridad sexual y reproductiva, vida libre de todo acto de violencia, 

BREVE RELACIÓN DE 

LOS HECHOS 

Se absuelve la consulta de constitucionalidad del artículo 171 numeral 1 

del Código Orgánico Integral Penal, en la parte específica de “por 

discapacidad no pudiera resistirse.” La Corte fija una interpretación 

condicionada de dicha frase en atención al caso en concreto. 

El 17 de enero del 2018, una mujer con discapacidad intelectual dio a luz a 

gemelos en el hospital Hospital Provincial General Docente de Ambato, en 

donde por falta de termo cunas, uno de los mellizos falleció. Del informe 

valorado por la psicóloga de la Sala primera de acogida  para víctimas de 

delitos sexuales, violencia intrafamiliar y género del hospital, se pudo 

constatar que la paciente al momento de la valoración y observación no 

presentaba alteración emocional, sino que se encontraba desorientada sin 

conocimiento de la maternidad.  Ante tal diagnóstico el Sr.Carlos Lopez 

Barrionuevo, en calidad de gerente general del hospital, presenta una notitia 

criminis en la Fiscalía de Tungurahua por el presunto delito de violación. 

De las investigaciones realizadas y bajo testimonios se pudo determinar que 

el presunto agresor correspondería al Sr. Luis(…) tío político de la víctima, 

quien habría tenido encuentros sexuales con ella, cuyo resultado fue la 

procreación de sus hijos. 

De las evaluaciones médicas realizadas a la víctima durante la etapa de 

investigación y mediante impulso, la fiscal ordenó que se cuente con un 

profesional calificado del Ministerio de Salud Pública para practicar la 

diligencia de valoración del coeficiente intelectual de la víctima, el cual 

concluyó el  15 de junio de 2018,en donde se  actualizó el carnet de 
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Defensoría Pública actúa en primera instancia.



 

 

discapacidad y  se estableció que la víctima  tiene una discapacidad de tipo 

intelectual del 70%, calificando su grado de discapacidad como grave. 

El 1 de diciembre de 2020, mediante sorteo, le correspondió el 

conocimiento del proceso por violación aquí descrito al Tribunal de 

Garantías Penales con sede en el cantón Ambato. 

 El 19 de enero de 2021, se realizó la audiencia de juicio en contra del 

presunto agresor, en donde el tribunal de garantías penales resolvió por 

unanimidad ratificar el estado de inocencia; alegando que la mera 

discapacidad de la víctima no es requisito suficiente para poder adecuar al 

delito de violación, mencionando que el COIP condiciona en su art. 171 a 

que en condición de discapacidad  por esta situación no pueda resistirse. Lo 

que significa que el hecho ocurra, en definitiva, con  violencia, amenaza o 

intimidación, lo que no se logró probar. 

El 2 de febrero de 2021, la fiscal, Yolanda Elizabeth Córdova, interpuso 

recurso de apelación en contra de la sentencia del tribunal de garantías 

penales, mientras que la defensora pública de A.M.G.T. no interpuso 

ningún recurso. 

El 22 de marzo de 2021, la Sala Provincial  decidió suspender la tramitación 

de la causa y elevarla en consulta a la Corte Constitucional.  

FUNDAMENTOS DE 

DERECHO 

Art.66,numeral 1 del artículo 171 del Código Orgánico General de Procesos 

Art. 35,art.81,art.13.2,art.112 de la Constitución de la República  

Art.129 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional 

ARGUMENTOS Y 

FUNDAMENTACIÓN DE 

LA CORTE 

CONSTITUCIONAL  

1.-Protección a la Libertad e Integridad Sexual 

La libertad sexual ha sido entendida como el derecho que tienen todas las 

personas para tomar decisiones respecto de su sexualidad y la forma en que 

desean experimentar; siendo la persona quien decide qué actos realizar o 

abstenerse de hacerlos. Por su parte, la integridad sexual ha sido definida 

como aquel derecho que: comprende la protección de la autonomía de toda 

persona respecto de su corporalidad y genitalidad 

Por lo que el Estado Ecuatoriano debe salvaguardar este derecho bajo dos 

dimensiones: 1.-Garantizando la libertad de toda persona de consentir las 

personas con las cuales vivir su sexualidad y las formas en que quiere 

hacerlo; 2.- Protegiendo a las personas de toda actividad sexual no 

consentida. 

2.-Derecho de las personas con discapacidad a la libertad e integridad 

sexual. 

La Constitución de la República, reconoce la igualdad y la no 

discriminación de las personas, por lo que en el área de integridad sexual, 

el Estado no debe  restringir, prohibir  el reconocimiento de la sexualidad 

de las personas con discapacidad, sino que, al contario, manda a que se 

reconozca el derecho a gozar plenamente de su sexualidad acorde y en la 

medida en que el tipo y grado de discapacidad lo permiten. Por lo que para 



 

 

poder determinar el grado y la existencia de consentimiento se debe tomar 

en cuenta lo siguiente: 

Comprensión: Se deberá verificar si la persona con discapacidad tiene la 

posibilidad de entender y comprender los actos que se le proponen. 

Toma de decisiones: Es indispensable evaluar si la persona con 

discapacidad puede discernir y tomar decisiones en la vida cotidiana, 

incluidas aquellas relacionadas con su sexualidad 

Comunicación: finalmente, el consentimiento debe ser siempre libre e 

inequívoco y no se puede sobreentender o asumir 

 

4.-¿La frase “por discapacidad no pudiere resistirse” contenida en el 

artículo 171 numeral 1 del COIP, es contraria al artículo 66, numeral 

3, letras a) y b) de la CRE? 

 

De acuerdo a la Sala consultante, el numeral 1 del artículo 171 del COIP, 

al establecer como sujeto pasivo del delito de violación a la persona con 

discapacidad, a la misma se la ha condicionado a que su discapacidad le 

impide evitar el ataque, resistir el mismo; lo que comporta que se niegue 

por parte de la norma, la condición de vulnerabilidad que dicha incapacidad 

coloca a la persona frente al ataque sexual. Además se manifiesta que  la 

norma consultada, requiere una acción física por parte de la víctima con 

discapacidad, como lo es el repeler el ataque sexual. 

 

Ante ello la Corte Constitucional indica lo siguiente; 

-La Resistencia no es únicamente del tipo física, por lo que al referirse a 

resistencia, el término  abarca toda circunstancia que  impida al sujeto  la 

posibilidad de autodeterminarse y prestar su consentimiento para aceptar 

un acceso carnal o acto sexual. 

La consideración se la lleva a cabo debido a que en primer lugar, dos 

personas con discapacidad pueden ejercer plenamente su libertad sexual y 

ello no significa que exista en una de ellas incapacidad para resistirse, lo 

cual no exime, por supuesto, que entre personas con discapacidad exista 

una eventual ausencia de resistencia. Y, en segundo lugar porque la 

discapacidad por sí misma, no implica un impedimento absoluto para 

exteriorizar un acto de resistencia, entendida, en un sentido general, como  

oponerse a la acción. 

Por lo que en conclusión, se debe entender  que la imposibilidad de la 

resistencia no se limite al aspecto físico, sino de cualquier otra índole 

que exprese oposición; y, se debe  valorar los casos de manera 

individual  la posibilidad de la víctima a resistirse, en atención 

especialmente a su tipo y grado de discapacidad y las circunstancias 

que rodean  

 

2.- Absolución de la consulta 

Loa Corte resuelve declarar la constitucionalidad condicionada de la frase 

“por discapacidad no pudiere resistirse” ya que solo se considera la 

constitucionalidad si se entiende que:1.- La imposibilidad de la resistencia 

no solo en el al aspecto físico, sino de cualquier otra índole que exprese 

oposición; 2.-Se comprenda que existen casos en los que, debido a la 

condición de discapacidad de la víctima, no hay posibilidad de oposición o 

de que esta se exteriorice: 3.- Se valore caso a caso la posibilidad de la 



 

 

víctima a resistirse, en atención especialmente a su tipo y grado de 

discapacidad. 

 

CONTEXTO SOCIAL Y 

ECONÓMICO DEL CASO 

Posible vulneración al derecho a la libertad e integridad sexual de las 

personas con discapacidad, ya sea mental o física.  

INSTANCIA PROCESAL 

EN LA QUE SE EMITE LA 

SENTENCIA  

Corte Constitucional 

INSTRUMENTO Y/O 

CRITERIO 

INTERNACIONAL 

INVOCADO 

-Comité para la Eliminación de Discriminación contra la Mujer (CEDAW). 

Caso Karen Tayag Vertido vs. Filipinas. Dictamen del 16 de julio de 2010. 

-Consideración 78 de la “Compilación de principales estándares y 

recomendaciones en materia de violencia y discriminación contra mujeres, 

niñas y adolescentes”, Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

- Corte Europea de Derechos Humanos. Caso M.C. vs. Bulgaria, sentencia 

del 4 de diciembre de 2003 

 

MEDIDAS DE 

REPARACIÓN INTEGRAL 

ADOPTADAS 

No aplica. 

 

FALLO 1.- Absolver la consulta de norma planteada dentro de la causa No. 17-21-

CN, bajo los siguientes términos: 

-El artículo 171 numeral 1 del COIP, en su frase “por discapacidad no 

pudiera resistirse”, será constitucional siempre que: (i) se entienda que la 

imposibilidad de la resistencia no se limite al aspecto físico, sino de 

cualquier otra índole que exprese oposición; (ii) se comprenda que existen 

casos en los que, debido a la condición de discapacidad de la víctima, no 

hay posibilidad de oposición o de que esta se exteriorice (iii) se valore caso 

a caso la posibilidad de la víctima a resistirse, en atención especialmente a 

su tipo y grado de discapacidad y las circunstancias que rodean el entorno 

en el que se desenvuelve 

 

2.- Declarar que la presente sentencia tiene efectos entre las partes y para 

casos análogos 

 

3.- Poner en conocimiento del Consejo de la Judicatura, de la Fiscalía 

General del Estado y de la Defensoría Pública la presente resolución a fin 

de que realicen, respectivamente, una debida y generalizada difusión 

 

VOTACIÓN POR LA QUE 

FUE ADOPTADA 

La sentencia fue aprobada por: los jueces constitucionales:  Karla Andrade 

Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel 

Escudero Soliz, Enrique Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa 

Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz y Daniela Salazar Marín 



 

 

VOTOS CONCURRENTES 

O DISIDENTES: 

No aplica 

OTROS DATOS DE 

INTERÉS: LINK DE LA 

SENTENCIA DE LA 

CORTE 

CONSTITUCIONAL. 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2Nh

cnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOic0ZTQ5N2QzMC0xZDkzLTQ

5MmMtOWU0OC0wNGIyZTRkODUxYTQucGRmJ30= 
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